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CAPÍTULO I:
Las personas detenidas y en prisión 
en América Latina y el Caribe
Cuando se hace referencia a los presos, generalmente entendemos que se trata de toda persona que se encuentra privada de su libertad en centros creados para tal fin. Para efectos de este trabajo destacaremos los esfuerzos de diversos organismos, instrumentos y normas internacionales en el desarrollo de definiciones en esta materia, orientados a conocer las condiciones desde el punto de vista legal en que se encuentran, así como para garantizar sus derechos en atención a su situación o circunstancia.
Organizaciones de las Naciones Unidas a través de instrumentos y normas, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP); las Reglas Mínimas para el tratamiento de los Reclusos (RM); el Conjunto de Principios para la Protección de Todas las personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión (Conjunto de Principios) han elaborado las siguientes definiciones y clasificaciones:
· PERSONA DETENIDA. El Conjunto de Principios en su "Uso de los Términos", establece la distinción entre persona detenida y persona presa, estableciendo fundamentalmente la diferencia en atención a su condición de no juzgado ó condenado. Procesado, Acusado y Persona detenida constituyen términos que en el marco de los instrumentos internacionales reseñados (R.M, P.I.D.C.P), coinciden en definirlo como la situación de una persona privada de su libertad bajo la condición de detención preventiva que no ha sido juzgada. 

· PERSONA PRESA. Se define como la situación de privación de libertad de una persona que ha sido juzgada por un Tribunal competente y condenada a causa de un delito. Condenados y Penados a la luz de los instrumentos internacionales de Naciones Unidas (P.I.D.C.P, R.M), entran en esta categoría. 

· CLASIFICACION DE LOS RECLUSOS. Conforme a las Reglas Mínimas para el tratamiento de los reclusos (R.M), se identificaron las siguientes categorías: Condenados; reclusos alienados y enfermos mentales; personas detenidas o en prisión preventiva; sentenciados por deudas o a prisión civil; y reclusos, detenidos o encarcelados sin haber cargos en su contra. 

“Cuando la pobreza es extrema e interminable, se menoscaban los Derechos  Humanos; se deteriora la salud medioambiental, y la dignidad humana muy a menudo cede el paso a la desesperación. Quebrar el ciclo de la pobreza es parte integrante del desarrollo de todo un país. Y cuando una familia, una región o un país logra superar la pobreza, inicia una reacción en cadena de adelantos para la gente en todo el mundo”. 
PNUD 
Informe sobre Desarrollo Humano 2001. 
1.1. SITUACIÓN ACTUAL: ¿CUÁNTOS SON Y EN QUÉ CONDICIONES SE ENCUENTRAN?
La información más confiable que disponemos es del año 1999 y corresponde a estudios realizados por el Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente (ILANUD). En países como El Salvador y Guatemala, las cifras que manejamos corresponden al mismo año pero fueron suministradas por el organismo responsable de sus respectivos Gobiernos. Para el caso de Venezuela, las cifras presentadas son del año 2000 y las de Guyana -todavía más recientes-, del mes de julio del año 2001 y fueron suministradas por la Administración Nacional de Prisiones de ese país.
Con esa observación, la población carcelaria en América Latina y El Caribe es de 624.460 personas entre presos y detenidos.
En SUR AMERICA la población alcanza a 396. 132 personas en prisión. En esa región entre el 36 y el 92% de la población carcelaria se encuentran en situación de detenidos; se destaca el caso de Paraguay con 92,7% de la población bajo esa condición, y Bolivia con la escala menor para el conjunto de la subregión con 36%.
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La población femenina alcanza entre el 6 y el 16% del total de la población penal, correspondiendo a Bolivia el mayor nivel con el 16,7%. En el caso de jóvenes y menores los datos disponibles correspondientes a Chile, Argentina y Paraguay reporta variaciones que oscilan entre el 1,8% y el 10% destacándose también en este caso Paraguay con el mayor porcentaje de jóvenes en prisión.
En CENTROAMERICA la población total carcelaria es de 195.842 personas. De ellos entre el 12 y el 88% de la población se encuentran bajo la condición de detenidos en espera de sentencia.
La población femenina carcelaria se ubica entre el 2 y el 10% para el conjunto de países de la subregión, en la que destacan países como Honduras con el 2% y Costa Rica con el 10,8%. En el caso de los jóvenes, los datos disponibles para Centroamérica se limitan a Costa Rica ((0,7%), Guatemala (6,2%) y Nicaragua (8,3%).
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En la región Caribeña el total de población penal se ubica en 32.486 personas. Sólo disponemos de información con cierto nivel de detalle de los países de Suriname y Guyana.
Siguiendo con el análisis por región que, con limitaciones hemos intentado, nos encontramos con que en Suriname el 41, 4% del total de la población penal corresponde a los que se encuentran bajo la condición de detenidos sin sentencia. En otro orden de ideas el 6,6% del total de la población carcelaria corresponde a la población femenina. Los jóvenes por su parte, constituyen el 6,3% de la población penal.
GUYANA cuenta con un total de 1507 personas en condición de población reclusa, hasta el mes de julio del año 2001. Del total de la población carcelaria el 27,7% corresponde a detenidos en situación de proceso de sentencia. Sólo el 3,1% son mujeres y el 1,6% corresponde a jóvenes presos.
1.2. ¿CUÁLES SON LOS PRINCIPALES PROBLEMAS QUE AFECTAN A LA POBLACIÓN CARCELARIA EN AMERICA LATINA?
Entre los problemas que afectan por igual en mayor o menor grado según cada país, a la población reclusa en la región latinoamericana y caribeña se encuentran: el hacinamiento o sobrepoblación; la disfuncionalidad de los sistemas judiciales; el deterioro de los centros penitenciarios; la violencia, la corrupción y todo lo vinculado a la prestación de servicios de salud, alimentación, educación y recreación.
A pesar de no contar con información de cada uno de los países sobre la situación real en cuanto a los problemas que afecta a su población carcelaria, podemos no obstante, hacer un análisis y mostrar cifras muy reveladoras.
1.2.1. EL HACINAMIENTO
La sobrepoblación constituye uno de los problemas que afecta a todos los países de la región en mayor o menor proporción de unos con respecto a otros. Es a su vez, la causa y la consecuencia de la incapacidad de una sociedad y sus instituciones de prevenir y abordar la delincuencia. La exclusión social a la que se encuentran sometidos el 35% -que vive con menos de US$ 2,00 diarios- de latinoamericanos marcados por la pobreza en sus condiciones de vida, escasos o nulos niveles de educación, desempleo y empleos precarios constituyen un puente directo a las drogas, la prostitución y la delincuencia.
Nuestras cárceles no constituyen el fin del circulo reproductor de la pobreza y la marginación, para unos es el inicio de la escuela que lo graduará de delincuente, para otros -con suerte- el tránsito traumático a la libertad, pero para la mayoría es la práctica diaria por ganarle un día más a la muerte.
GUATEMALA: 
En este país los estudios indican que los centros de detención preventiva sufren en mayor medida del hacinamiento que la cárceles para convictos
En la región conformada por los países de Sur América, la sobrepoblación es muy elevada alcanzando cifras que varían de un país a otro entre 13 y 81% para el año 1999. Estos extremos tocan a Venezuela y Brasil respectivamente; no deja de ser preocupante la situación de Bolivia con 62% y de Paraguay con 51% de sobrepoblación. (ILANUD, 1999)
A modo de ejemplo, en Bolivia hasta el año 1999 existían un total de 85 centros o instituciones penitenciarias, para una capacidad oficial de 4.959 reclusos. Para ese año, el total de personas presas era de 8.315 incluyendo los detenidos; es decir que los centros fueron diseñados para una población de 58 reos por centro y la realidad indica que albergan a 98 personas, por lo menos hasta mayo de 1999.
Para tomar otro ejemplo y del caso más crítico de Suramérica, las cifras muestran que en Brasil el total de población carcelaria era de 194.074 para mayo de 1999 y el número de establecimientos era de 512 con una capacidad para albergar 107.049 reclusos; es decir que los centros fueron diseñados para admitir a 209 personas y los datos indican en base a la población total carcelaria existente, que cada centro acoge a 379 personas presas entre sentenciados y detenidos.
El último informe del Programa venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos (PROVEA) para el año 2000, considera que el problema del hacinamiento en Venezuela es menor en relación con otros países, con la excepción de la cárcel de Sabaneta en el Estado Zulia y el Tocuyito en la ciudad de Valencia, que registraron una sobrepoblación del 30 y 81% respectivamente. Como resultado de la implementación del nuevo Código Orgánico Procesal Penal (COPP), el informe revela que se mantuvo un mayor número de reclusos penados (58%) en relación al número de procesados equivalente al 42%.
En Colombia la situación de sobrepoblación en los establecimientos transitorios de retención refleja el estado en que se encuentra ese país en materia judicial a pesar de las reformas. En septiembre del año 2000 se encontraban 920 personas privadas de libertad en 21 centros de detención provisional.
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El problema del hacinamiento carcelario, afecta igualmente a los establecimientos para la detención preventiva, es decir aquellos destinados para la privación de la libertad por un tiempo máximo de 36 horas, mejor conocidas como las estaciones de policía.
Como su construcción se hace en función de estada temporal, las infraestructuras son inadecuadas para mantener un número elevado de detenidos; de allí que las privaciones y/o precariedades en estos centros sean mayores cuando la permanencia excede las 36 horas y se presentan problemas de sobrepoblación.
En CENTROAMERICA, el problema de hacinamiento en las cárceles tiende a ser menor que el que se presenta en Sur América; no obstante, las cifras indican una sobrepoblación que se ubica entre el 7 y el 109% destacándose El Salvador por el nivel inferior y Honduras por el mayor nivel de sobrepoblación presentado para el conjunto de la subregión.
En Honduras, las cifras indican que en el mes de junio de 1999 ese país contaba con una población penal de 10.869 presos incluyendo a los detenidos; el número de establecimientos para ese mismo año era de 24 con una capacidad oficial de albergue de 5.235 personas. De lo anterior se desprende que los centros se diseñaron en función de acoger y atender a un total de 218 reclusos y en realidad -así lo indican las cifras- albergan a 462 personas. Resulta evidente el alto nivel de hacinamiento en que se encuentran las cárceles de ese país, por lo menos hasta el año 1999.
El segundo país con mayor nivel de sobrepoblación es México. En octubre de 1999 ese país contaba con una población penal de 144.261 presos que incluye a los detenidos; el número de centros es de 447 construidos para una capacidad de 108.551 reclusos, es decir para aproximadamente 242 personas. La realidad indica que en 1999 la sobrepoblación se reflejaba en las 322 personas recluidas en los centros.
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Inicio
En el CARIBE la situación de hacinamiento no es distinta al conjunto de los países de la región. Con la excepción de Dominica que según los datos suministrados por el ILANUD y la Reforma Penal Internacional no tiene problemas de hacinamiento, este en la región varía entre el 12 y el 178%. Se ubican en los extremos a Trinidad y Tobago y Santa Lucía. No se dispone de mayor información que nos permita conocer en base al total de población reclusa, número de centros y capacidad oficial de albergue las dimensiones reales de la sobrepoblación en la región caribeña. No obstante, como vemos las cifras son elevadas superando como subconjunto a Centroamérica y Sur América; países como República Dominicana y Haití tienen una sobrepoblación de 156% y 85% respectivamente.
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1.2.2. EL RETARDO PROCESAL
La disfuncionalidad de los sistemas judiciales muy vinculado a la sobrepoblación, constituye otro de los graves problemas que afectan al sistema penitenciario en los países de América latina y el Caribe. Hay coincidencia entre los expertos en el tema carcelario, que el mayor problema que aqueja hoy a nuestras cárceles está asociado al hacinamiento; tanto que señalan que lo primero en hacer para emprender la tarea de la defensa de los Derechos Humanos en las penitenciarias, es reducir la población carcelaria. Al respecto, critican las leyes vigentes en nuestros países que, en su mayoría, ordenan la detención preventiva de los acusados terminando en la práctica encerrados durante años sin ni siquiera ser sentenciados.
En efecto, toda propuesta orientada a la reducción de la población carcelaria exige cambios por una parte de carácter jurídico-político y por otra de orden económico-social y cultural, pero esto será tema que trataremos más adelante. Los retardos procesales, el aumento de las penas así como la reducción de los beneficios a los reclusos son entre otros los factores que contribuyen con el hacinamiento carcelario con toda la carga de insalubridad y violencia que conlleva.
El retardo procesal constituye para el conjunto de los países de la región -con escasas excepciones- un problema común que se debe enfrentar, y para ello es necesario mucha voluntad política que impulse uno de los cambios más importantes con impactos en todo el sistema penitenciario.
En Colombia a modo de ejemplo, el tiempo promedio de un proceso penal en la ciudad de Bogotá supera los 700 días y en la ciudad de Barranquilla 1.100 días según estudios realizados en ese país. Por otra parte, según datos del Ministerio de Justicia la impunidad es del 99%.
BOLIVIA: 
Aproximadamente 6.000 personas se encuentran privadas de libertad, sin sentencia en las 20 cárceles de este país.
Siguiendo con casos concretos que evidencian el retraso procesal en nuestros países, en Bolivia según la Asamblea Permanente de Derechos Humanos de ese país, entre el 70 y el 80% de la población total penal se encuentra recluido sin haber sido sentenciado. En 1999 el Observatorio Internacional de Prisiones con sede en Ecuador, calificó al sistema penitenciario boliviano como el peor de América Latina. Además, se le considera como un centro de discriminación en tanto que sólo aquellos que pueden pagar tendrán buenas celdas. (1).
En Perú la situación no difiere mucho, ya que para junio del año 2000 aproximadamente el 55% de los presos se encontraban sin sentencia. En Chile, los procesados permanecen cerca de dos años antes de que se les dicte sentencia. En Venezuela durante el primer año de vigencia del nuevo Código Orgánico Procesal Penal (COPP) en julio de 1999, la población reclusa se redujo de 22.914 a 14.196 en el año 2000. Antes de la vigencia del COPP el 63% de la población carcelaria se encontraba esperando sentencia; en el año 2000 el 55% de los detenidos estaban sentenciados, mientras que el 45% restante se encontraba en proceso. (2).
El deterioro de los centros, la violencia intracarcelaria, la escasa atención médica y la carencia de programas de capacitación y recreación constituyen en la actualidad la fachada principal de los establecimientos penitenciarios en América latina y el Caribe. Sabemos que hay cárceles y seres humanos en ellas cuando vemos los noticieros anunciando muertes tras las rejas, como consecuencia de los motines que en ella se presentan; cuando vemos hombres con las bocas cocidas o en huelga de hambre exigiendo apenas el trato como seres humanos; cuando vemos los voraces incendios que acaban con todo incluyendo con lo que queda de dignidad humana; cuando vemos en los noticieros toda la carga de violencia que acompaña las inspecciones; fugas, construcción de túneles y más recientemente cuando leemos en los periódicos los debates sobre las reformas procesales. Todavía peor, cuando un familiar o amigo cercano tiene la desgracia de convertirse en un detenido o sentenciado.
ARGENTINA: 
De los 12.580 detenidos y recluidos en la Provincia de Buenos Aires, el 87% no ha sido condenado.
El mal estado de las infraestructuras carcelarias está muy vinculado al hacinamiento existente; en el momento de su construcción se diseñaron en atención a un determinado número de personas y en la actualidad las condiciones de exclusión y marginación social existentes acompañados de un sistema judicial caracterizado -entre otros- por el retardo procesal y la incapacidad de selección y clasificación de los reos, hace que estos centros sean insuficientes para albergar tanta población convirtiéndose en verdaderas escuelas para el crimen.
En Perú algunas de las penitenciarias fueron construidas en 1890 y según la Defensoría del Pueblo de ese país, el 52% de las cárceles están en malas condiciones; el 30,5% en condiciones regulares y apenas el 17% en buenas condiciones. En materia de salud, más de la mitad de las cárceles peruanas no tienen servicio de salud; para el total de la población carcelaria se dispone de 52 médicos y 133 enfermeras. Todavía más, el 30% de los reclusos peruanos no cenan y si a ello agregamos lo precario del desayuno y del almuerzo, resulta evidente la mala alimentación de la que son víctimas. (3).
PERU:
Según la Defensoría del Pueblo 52% de las cárceles peruanas están en malas condiciones; 30,5% en condiciones regulares; y 17,5% en buenas condiciones. 

En Colombia un estudio del Congreso de ese país, señala que en 1997 del total de centros existentes 26 fueron construidos hace más de cien años; 28 hace sesenta años; 94 entre 20 y 60 años; y sólo 25 fueron construidos en los últimos veinte años. (4).
Inicio
1.2.3. LA VIOLENCIA INTRACARCELARIA
El tema de la violencia intracarcelaria constituye en la actualidad uno de los problemas más visibles que expresa la situación real de las condiciones de vida en los centros. Ello es consecuencia del hacinamiento existente, el incumplimiento de las leyes nacionales e internacionales que establecen la necesidad de clasificar a los reos, el retardo procesal, la corrupción que impera con el tráfico de armas y de drogas así como la inexistencia de programas educativos y recreativos entre otros.
COSTA RICA: 
El nuevo Código penal que entró en vigor desde enero de 1980 estableció sentencias alternativas incluyendo libertad condicional, suspensión de sentencia y servicios comunitarios en hospitales, escuelas o centros comunales.
Atención especial merece el caso colombiano. En ese país se dice que la guerra que allí se vive se trasladó a las cárceles. En efecto, como resultado del incumplimiento de la necesaria clasificación de los reclusos, la violencia en este caso liderada por los paramilitares que involucra a los presos políticos ha llegado a niveles alarmantes. Organizaciones de los Derechos Humanos han venido denunciando la complicidad de las autoridades penitenciarias para con los paramilitares.
En abril del año 2000 en la cárcel La Modelo de Bogotá la violencia interna que se produjo, arrojó 25 muertos, 18 heridos graves y 41 personas trasladadas. Eso fue el resultado del asalto de reclusos sindicados por paramilitarismo al patio N° 5 de ese centro. Informes señalan que el ataque tuvo una duración de 12 horas con la utilización de granadas y fusiles de largo alcance, sin que las autoridades intervinieran. Diversas organizaciones han denunciado lo que consideran una masacre y lo que es peor, que no se hace nada para detenerlo. Para ese año, los paramilitares controlaban el penal -desconocemos si para la fecha se mantiene- impidiendo el acceso al almacén central para adquirir alimentos, el control del comedor y lo que llaman el pasillo central lugar utilizado para las visitas de los abogados.
En Venezuela como resultado de la implementación del nuevo Código Orgánico Procesal Penal, se presenta una considerable disminución de la sobrepoblación carcelaria, observándose un descenso de la violencia al interior del penal en el año 2000 del 35%, igualmente, 300 personas muertas con relación al año 1999; y 1.285 heridos equivalente al 33.4% frente a un total de 1.931 registrados durante el año anterior. Pese al descenso, el informe de PROVEA denuncia la incapacidad del Estado de desarrollar mecanismos que garanticen la vida y la integridad de los reclusos.
En otro orden de ideas, en Venezuela persisten las malas condiciones en los centros penitenciarios como la falta de agua potable y de cloacas; de otro lado, los malos tratos a los reos como parte del régimen disciplinario sigue siendo una práctica constante. 
Inicio
1.3. MUJERES Y MENORES TRAS LAS REJAS
La población reclusa femenina en América Latina y el Caribe alcanza entre el 2% y el 16,7% con respecto a la población penal total. Corresponde a la región Suramericana la concentración mayor de población femenina en esa condición, siendo Bolivia el país con el más elevado porcentaje de mujeres en reclusión equivalente al 16,7%; contrariamente en Centroamérica, específicamente en Honduras se presenta la incidencia más baja del 2%; correspondiendo la más alta a Costa Rica con un 10,8% según información disponible para el año 1997.
ECUADOR: 
La mujer representa el 9.5% del total de encarcelados.
Hay quienes consideran que "... las mujeres encarceladas son víctimas de una triple discriminación: la que se deriva por su condición de mujeres; la que les impone su situación de encierro; y la que es común a todos los grupos de personas pobres y excluidos sobre los cuales el sistema penal lanza sus redes" (5).
El tema de la mujer en prisión involucra aspectos que trascienden la ya difícil situación de privación de la libertad, incorporando aspectos vinculados a su condición de mujer como al estado de gravidez, el parto, la crianza de los hijos, la patria potestad, las violaciones y el abandono familiar entre otros.
A modo de ejemplo en Ecuador país donde la mujer en reclusión representa el 9,5% en relación con el total de la población reclusa, a pesar de que el Código Penal de ese país establece la prohibición de privar de libertad a la mujer embarazada, son muchas las denuncias acerca del incumplimiento de esa disposición.
En la mayoría de las disposiciones de carácter normativo, se establece el tiempo durante el cual la madre sometida a la privación de libertad deberá permanecer con sus hijos, siendo en promedio hasta los tres (3) años de edad. A pesar de ello, es común encontrar niños que superan la edad establecida, ocasionando sobrepoblación en las guarderías teniendo que, en no pocos casos, permanecer escondidos junto a su madre. Informes señalan que cuando son descubiertos, las madres son víctimas del chantaje y el soborno.
Un estudio sobre el tema realizado en Ecuador (Ver: Saavedra, Luis), destaca el traumático proceso de separación de la madre de su hijo en prisión; la decisión sobre la patria potestad implica en algunos casos juicios que, al final, son acompañados de un operativo policial de búsqueda del hijo/a, tarea que no resulta nada fácil dado la solidaridad existente entre las internas. En otras situaciones, las madres ceden ante las recomendaciones de familiares, religiosos y autoridades del penal evitando procesos judiciales; pero lo inevitable resulta la depresión que sufren que, en no pocos casos, las llevan al intento de quitarse la vida.
Ese mismo estudio revela que la discriminación de la mujer se observa incluso en el número de visitas que reciben en comparación con los hombres; normalmente el hombre que tiene como pareja a una mujer en reclusión, se une o forma hogar con otra mujer. Por otra parte, las llamadas visitas íntimas son extremadamente reguladas. Desintegración familiar y depresión es una consecuencia inevitable de la mujer latinoamericana tras las rejas en la actualidad.
BRASIL:
Los presos se han organizado tanto dentro como afuera del recinto penal. Grupos como el Primer Comando de la Capital (PCC) en Sao Paulo, el Comando Rojo y el Tercer Comando en Río de Janeiro agrupan a más de 12.000 reclusos y 6.500 personas libres o fuera del centro. Entre sus actividades se destacan el tráfico de drogas, la planificación de atracos millonarios y la tarea de corromper a los funcionarios penitenciarios.
Las violaciones y el chantaje del que son objeto por parte de algunos funcionarios penitenciarios, son de las denuncias más comunes que realizan las mujeres en prisión; así como la vejación y el trato que atenta contra su dignidad, en los operativos de requisas en busca de drogas y armas.
Finalmente, la situación de la mujer en prisión debe ser incorporado en la gran agenda de la mujer; se trata de incluir en los más importantes debates nacionales e internacionales la importancia no sólo del respeto a la mujer en prisión atacando toda forma de discriminación de la que son objeto, sino de coadyuvar su reinserción social partiendo del necesario equilibrio emocional posibilitado a través de campañas que involucren al núcleo familiar, la formación y la capacitación técnica, inscritos además en programas recreativos y deportivos que faciliten su rehabilitación integral haciendo menos pesado la carga de ser mujer y en prisión.
En cuanto a los menores y jóvenes en prisión, la información disponible es difusa ya que no se precisa con claridad la distinción entre ambos reclusos desde el punto de vista cuantitativo. Las cifras que disponemos no abarcan además, el total de países de la región.
En la subregión Centroamericana, Costa Rica para el año 1997 contaba con 0.7 % de menores (por debajo de los 18 años) en prisión con respecto al total de reclusos. Guatemala con 6.2 % de menores para el año de 1996. Nicaragua para el año de 1998 se nos presenta con un 8.3% de menores entre 15 y 18 años. Como se puede observar, los datos indican que corresponde a Costa Rica la menor población de menores presos y a Nicaragua la mayor; reiterando que esta población se hace en atención solo a las cifras disponibles, lo que indica que el cuadro puede cambiar de conocer la situación de otros países.
Inicio
"Mujeres abandonadas, encerradas tras estos grandes muros y rejas por años; muchas olvidadas por nuestros esposos o compañeros y familiares, a las que lo único que nos queda son nuestros hijos, inocentes criaturas, dejadas solas a su suerte, sin futuro ni oportunidades, quienes quizás vengan a ocupar nuestros puestos porque tal vez sea los grandes delincuentes del mañana, ya que no contamos con trabajos remunerados y reglamentados de acuerdo a los convenios internacionales, para poder seguir cubriendo sus innumerables necesidades". Yolanda Rangel. Reclusión de mujeres de Cúcuta. Tomado de "Desde Adentro".
Para los países de Suramérica la situación en cuanto ha información es similar a la de Centroamérica, reduciéndose sólo a Chile, Argentina y Paraguay. En Chile para el año de 1999 el 1.8% del total de la población penal eran menores. En Argentina, no hay precisión en cuanto a si son menores o jóvenes que superan los 18 años; en todo caso la información disponible indica que en ese país el 4.4 % corresponde a jóvenes reclusos. Igual que el caso anterior, las cifras de Paraguay presentan que en el año de 1995 según datos de la Dirección de Política Criminal y Criminología, el 10.0% corresponde a la población penal joven. Para estos tres países Chile se presenta como el que tiene la más baja proporción de jóvenes con respecto a la población total penal; y Paraguay como el país de la subregión con mayor índice de jóvenes presos.
PANAMA: 
Se están ensayando algunas medidas en centros penitenciarios orientados a mejorar la relaciones entre los familiares y los delincuentes juveniles que abarcan las habilidades laborales.
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Los datos corresponden a afio 1999, con la excepciér slgunos paises cuyas ciffas
corresponden al afio 2000 y 2001, En el caso de los datos-telativos a la poblacion

carcelania femerira, estos corresponden a los afios para los cuales se dispone de
informacién.
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